
ACCESO AL EXPEDIENTE POR EL LICITADOR 

 

El derecho de los ciudadanos al acceso a expedientes administrativos tiene su 
reconocimiento constitucional en el artículo 105 CE. La remisión constitucional 
se encuentra implementada en el artículo 37.1 LRJPAC. El carácter limitado del 
derecho queda reflejado en los siguientes apartados del precepto, 
encaminados a fijar límites y condiciones al ejercicio del mismo, habida cuenta 
de que el derecho puede colisionar con intereses de terceros o, incluso, con el 
interés general.  

 

Esta misma Junta Consultiva de Contratación del Estado, en su Informe 
46/2009, de 26 de febrero, señala que «si alguno de los licitadores o 
candidatos deseara conocer en toda su extensión el contenido de las 
proposiciones, el órgano de contratación está obligado a ponerlo de manifiesto, 
lo que conlleva la posibilidad de examinar el expediente e incluso tom ar 
notas respecto de él , pero en absoluto puede ser interpretado en el sentido de 
que se entregue copia de todo lo presentado por otros licitadores, 
especialmente si se trata de proyectos u otros documentos similares respecto 
de los cuales pueda existir un derecho de propiedad intelectual o industrial a 
favor del licitador» , y concluye manifestando que «la obligación de motivar el 
acto de adjudicación y de notificar los motivos de ésta a los interesados no 
implica la obligación de remitir copia de la totali dad de la documentación 
que integra las distintas proposiciones, sin perjuicio de que se ponga de 
manifiesto a todos los licitadores y candidatos con la finalidad de que puedan 
fundar suficientemente los recursos que deseen interponer contra ella» . 

 

Es interesante señalar que el Tribunal Administrativo Central de Recursos 
Contractuales ha mantenido en alguna de sus Resoluciones que el órgano de 
contratación no viene obligado a dar vista del expediente a los licitadores que lo 
soliciten, pero sí a notificar adecuadamente los extremos relativos a la 
adjudicación. En la actualidad, este Tribunal ha reconducido esta 
interpretación, y en Resoluciones como la nº 272/2011 sostiene que «si bien es 
cierto que una correcta notificación puede hacer innecesario el acceso al 
expediente por parte de quienes tengan la condición de interesados en el 
procedimiento de licitación al objeto de interponer recurso especial 
suficientemente motivado, ello no exime de la obligación que incumbe al 
órgano de contratación de conceder a los interesado s en el 
procedimiento el derecho de información del expedie nte el cual se 
encuentra amparado por el artículo 35 de la LRJPAC , que en su apartado a) 
reconoce expresamente el derecho de los ciudadanos “a conocer, en cualquier 
momento, el estado de tramitación de los procedimientos en los que tengan la 
condición de interesados, y obtener copias de documentos contenidos en 
ellos”». Concluyendo que: «A la vista de lo anterior el órgano de contratación 
deberá conceder el correspondiente acceso al expediente a la empresa 



recurrente, si bien deberá tener en cuenta la obligación que incumbe al citado 
órgano de contratación de respetar la debida confidencialidad». 

 

Este criterio favorable a reconocer la obligación de dar vista del expediente a 
los licitadores, si así lo solicitan, se mantiene también por el Tribunal 
Administrativo de Contratación Pública de la Comunidad de Madrid y por el 
Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Aragón, con argumentaciones 
en todos los casos compartidas por esta Junta. 

 

Sentado lo anterior, resta por señalar que para ejercer este derecho de vista 
del expediente, los interesados deberán solicitarlo previamente y c oncretar 
los documentos que se desea analizar , en aplicación de lo previsto en el 
artículo 37.7 LRJPAC, con la interpretación ratificada por el Tribunal Supremo 
en sus Sentencias de 14 de noviembre de 2000 y 19 de mayo de 2003. Será 
posible tomar notas respecto del expediente, pero no se entregará copia de lo 
presentado por otros licitadores . Previamente el órgano de contratación 
deberá identificar y retirar los documentos declarados confidenciales en los 
términos exigidos en el Pliego, a los que no podrá tener acceso ningún licitador. 

 

Por último, la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de Aragón 
recomienda a las unidades gestoras de la contratación que en el trámite de 
vista se expida una diligencia  en la que se recojan las circunstancias 
relevantes del derecho de acceso ejercido: identificación de quien o quienes 
examinan el expediente, fecha y hora de ejercicio del derecho, documentos a 
los que no se ha permitido el acceso etc. 

 


